
garantizar su financiación, a través de las transferencias correspondientes a la aportación de la comunidad 
autónoma de Andalucía, realizando las mismas a través de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia.

Finalmente, el sistema aplicado para el pago del Servicio responde al modelo de liquidaciones mensuales, 
implantado en 2017, realizándose en función del servicio efectivamente prestado, cuya acreditación 
precisa de determinada documentación justificativa por parte de la Corporación Local, que la traslada a la 
Diputación Provincial y está, a su vez, previa comprobación, a la Agencia de Dependencia para la liquidación 
oportuna; de la Agencia se transfiere a la Diputación, por esta al Ayuntamiento y, finalmente, se abona su 
salario a las trabajadoras del servicio.

Un proceso que, según afirma la Diputación Provincial, se integra por trámites que comportan un período 
mínimo de 45 días y que en no pocas ocasiones obliga al Consistorio o a la Diputación, a desembolsar de 
sus fondos los adelantos de nóminas.

Confirmada la denuncia, hubimos de recomendar a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía y a la Diputación Provincial de Granada la remoción de las deficiencias que obstan a una gestión 
ágil y eficaz del sistema de liquidación mensual aplicado, para garantizar al personal auxiliar del servicio 
de ayuda a domicilio de Guadahortuna la percepción puntual de su salario con regularidad mensual; así 
como acometer el análisis del vigente sistema de liquidación mensual del servicio de ayuda a domicilio del 
Sistema de la Dependencia, a fin de determinar sus incidencias y, conforme a las conclusiones resultantes, 
determinar las mejoras que deben adoptarse en su gestión o las consecuencias a que las mismas hayan 
de dar lugar para su superación.

La Diputación Provincial de Granada respondió que son “muy conscientes de la gravedad de la situación” y 
los contactos directos que mantienen con la Agencia de Dependencia para buscar alternativas. Añadía que 
la Consejería elaboraba una nueva orden reguladora del servicio de ayuda a domicilio en la que deberían 
solventarse las incidencias con soluciones.

Al proyecto de orden aludía igualmente la Agencia que, no obstante, insistía en que el método vigente 
para la financiación y seguimiento del servicio “muestran que el sistema de liquidaciones actual supone un 
método ágil y confiable” que permite “que la mayoría de las entidades locales se encuentren prácticamente 
al día en el proceso de liquidación”. No es, desde luego, el caso de las auxiliares de la queja que tratamos.

Al cierre del ejercicio 2020 no teníamos conocimiento de la nueva orden de regulación y la promotora 
de la queja nos trasladaba que en el mes de septiembre las auxiliares de ayuda a domicilio llevaban cinco 
meses sin cobrar y nos escribía estas palabras, a las que no añadiremos nada más:

“Buenas tardes, como verán siguen sin abonar los meses. Yo ya no sé qué más hacer, así llevamos más 
de año y medio y no pasa nada, un horror... La verdad, ya no me quedan fuerzas, cuando esto es así, qué 
más puedo hacer. Me gustaría que alguien me dijera cómo se puede vivir cobrando un mes cada seis. Y no 
se puede hacer nada, yo tiro la toalla... gracias”.

1.3.2.3.4. Recursos adecuados para dependientes de perfiles específicos

No es fácil la vida de las personas que dependen de otras en lo más cotidiano, menos aún cuando la 
limitación es psíquica, falta la salud mental o se sufre una patología dual.

Este tipo de dependencias vitalicias corre a cargo del esfuerzo de padres, eventualmente de hermanos, 
cuyas vidas, como las de todos, atraviesan etapas, procesos personales y vicisitudes, cuyos momentos 
peores deben afrontar sin permitirse el lujo de desfallecer en la atención de la persona querida.

Es el caso de las personas en situación de dependencia fundada en un trastorno del espectro autista, 
el de las que padecen demencias o trastornos mentales importantes, sufren adicciones o ambas cosas y 
también es el de sus familias.

Normalmente son sus padres o hermanos los que piden la ayuda del Defensor del Pueblo Andaluz, ante la 
evidencia de no ver llegar el día de acceder a un recurso adecuado, sobre todo residencial, que permita a la 
persona dependiente desarrollarse en un entorno favorable a sus necesidades. En el mejor de los casos, la 
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tesitura es verse abocados a la distancia, aceptando una plaza de ámbito autonómico; o incluso una plaza 
residencial no específica, para mayores; o a otro tipo de recurso no residencial. Se resisten a soluciones de 
compromiso, quieren una garantía de bienestar y por eso esperan la oportunidad durante años.

Entre las quejas favorablemente resueltas en 2020, citaremos la de la persona dependiente con plaza en 
unidad de estancia diurna y servicio de ayuda a domicilio desde 2015, cuyo deterioro hacía insostenible 
la convivencia familiar, precisando un cambio de recurso sin las demoras de un procedimiento de revisión 
y que, afortunadamente, pudo acceder a Casa Hogar mediante la tramitación por la vía de urgencia, 
informada e impulsada por su trabajador social (queja 19/6259).

1.3.2.4. Personas mayores
Las personas mayores han sido protagonistas involuntarias del año 2020, debido a la mayor incidencia del 

coronavirus sobre su salud, hasta el punto de ser el grupo poblacional con mayor número de fallecidos.

Esta triste realidad se agrava en los casos en que la persona mayor vive en un hogar colectivo, como 
el de los Centros residenciales, cifrándose en 25 700 los fallecidos en el conjunto de los de España por 
coronavirus (confirmado o por síntomas compatibles), que en Andalucía se concretan en 1577 personas 
desde el inicio del brote y hasta el mes de enero de 2021, o lo que es lo mismo, las personas mayores 
representan un 28,51 % del total de muertes por esta causa en nuestra comunidad autónoma.

La crisis sanitaria ha servido para poner el acento sobre el trato que la sociedad, la Administración y sus 
familias, dispensan a las personas mayores; sobre los recursos más dignos para apoyar sus limitaciones; 
sobre sus necesidades en las Residencias y, respecto de estos Centros, ha cuestionado su modelo 
organizativo y de prestación, el de atención sanitaria a sus moradores e incluso el concepto mismo de 
Centro residencial.

Las carencias de los Centros sociosanitarios (modelo de cuidados y atención, financiación, cualificación y 
reconocimiento profesional o dignidad salarial, entre otras), los interrogantes que plantea y las aportaciones 
de las personas vinculadas a dicho entorno, las recogimos en el Informe Extraordinario de octubre de 2020, 
Derechos de la ciudadanía durante la COVID‑19. Primera ola de la pandemia, al que nos remitimos para 
evitar la reiteración.

El 27 de diciembre de 2020 comenzó la vacunación frente al coronavirus en los Centros residenciales 
andaluces, de conformidad con la Estrategia de vacunación COVID‑19 en España del Ministerio de Sanidad, 
sus etapas y grupos de priorización. Confiamos en que una vez que la grave crisis sanitaria ceje en su 
virulencia y nuestra sociedad recobre el sosiego, se recorra la senda que lleve a una respuesta consensuada 
que resuelva problemas directamente vinculados a la dignidad humana en las Residencias que constituyen 
el hogar sustitutorio de las personas mayores.

Cuando hablamos de dignidad, sin embargo, lo hacemos también de observancia de derechos subjetivos 
de carácter social y de respeto a la voluntad individual en las decisiones que adopta la Administración 
para su efectividad. Es decir, la dignidad comporta hacer efectivos en plazo los derechos de las personas 
mayores en situación de dependencia y considerar como servicio idóneo y adecuado a sus necesidades, 
aquel que preserve sus lazos afectivos y familiares.

Precisamente el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 28 de agosto de 2020, al que aludimos en el apartado 
de análisis de la dependencia, contempla la priorización de expedientes de este ámbito para personas con 
dicha situación reconocida en cualquiera de sus grados y en riesgo de aislamiento social, que viviendo solas 
en su domicilio tengan prescrito un servicio. El Preámbulo del referido Acuerdo, además de vincular la 
soledad de vida no deseada con las personas mayores (Plan Estratégico Integral para personas mayores en 
Andalucía), explica que para estas personas lo más adecuado es beneficiarse de un servicio de proximidad 
(unidad de estancia diurna o ayuda a domicilio), que les permita desarrollar su vida en un contexto cercano, 
o bien de un servicio de atención residencial que supla la insuficiencia de apoyo familiar y comunitario.

El concepto de “servicio de proximidad”, en todo caso, en la concepción de esta Institución, no queda 
reducido a la ayuda a domicilio, sino que debe predicarse igualmente del servicio residencial y, en 
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